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JUSTICIA

Ley 27145

Consejo de la Magistratura. Procedimien-
tos para la designación de subrogantes.

Sancionada: Junio 10 de 2015
Promulgada: Junio 17 de 2015

El Senado y Cámara de Diputados
de la Nación Argentina

reunidos en Congreso, etc.
sancionan con fuerza de

Ley:

ARTÍCULO 1° — El Consejo de la Magis-
tratura procederá a designar subrogantes de 
acuerdo con lo prescripto por la presente ley, 
en casos de licencia, suspensión, vacancia, re-
cusación, excusación o cualquier otro impedi-
mento de los jueces o juezas de los tribunales 
inferiores a la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación. En caso de licencia inferior o igual a 
sesenta (60) días, la designación será realiza-
da por la cámara del fuero, con comunicación 
inmediata al Consejo de la Magistratura, que 
podrá ratiicarla o modiicarla.

En los casos de tribunales con competencia 
electoral, la propuesta deberá ser formulada 
por la Cámara Nacional Electoral.

En el caso de tribunales respecto de los 
cuales hubiera transcurrido el plazo previsto 
por la ley de creación para su puesta en fun-
cionamiento, se contara con el crédito presu-
puestario necesario para la habilitación y se 
encontrara en trámite el concurso para cubrir 
la vacante, el Consejo de la Magistratura podrá 
designar un/a subrogante de acuerdo con los 
términos de la presente ley y hacer efectivo su 
inmediato funcionamiento.

ARTÍCULO 2° — El Consejo de la Magistra-
tura designará subrogantes por mayoría abso-
luta de los miembros presentes.

La designación se realizará con un juez o jue-
za de igual competencia de la misma jurisdic-
ción o con un miembro de la lista de conjueces 
confeccionada de acuerdo a lo dispuesto en el 
artículo 3° de la presente ley.

Las cámaras deberán comunicar la necesi-
dad de nombrar subrogantes al Consejo de la 
Magistratura.

ARTÍCULO 3° — La Comisión de Selección 
de Magistrados y Escuela Judicial del Consejo 
de la Magistratura confeccionará cada seis (6) 
años, una lista de conjueces para cada fuero, 
jurisdicción e instancia, la que se integrará con 
veinte (20) abogados y abogadas, y veinte (20) 
secretarios y secretarias judiciales. Tales listas 
serán sometidas a consideración del Plenario 
del nombrado Consejo. Una vez aprobadas, se-
rán enviadas al Poder Ejecutivo nacional, para 
su posterior remisión al Honorable Senado de 
la Nación, a los ines de solicitar el acuerdo res-
pectivo.

Los integrantes de la lista serán abogados y 
abogadas de la matrícula federal y secretarios 
y secretarias de la justicia nacional o federal, 
que cuenten con los demás requisitos legales 
exigidos para el titular del cargo.

Los abogados y abogadas que deseen inte-
grar la lista de conjueces deberán inscribirse 
ante la Comisión de Selección de Magistrados 
y Escuela Judicial del Consejo de la Magistratu-
ra, la que establecerá la oportunidad y el proce-
dimiento correspondiente a tales inscripciones.

Las cámaras nacionales y federales remitirán 
a la Comisión de Selección de Magistrados y 
Escuela Judicial del Consejo de la Magistra-
tura, las nóminas y los currículum vitae de los 
secretarios y secretarias judiciales de todas las 
instancias de su jurisdicción, que hubieran ma-
nifestado conformidad para integrar las listas 
de conjueces. Ello sin perjuicio que la inscrip-
ción pueda realizarse, directamente ante la Co-
misión de Selección de Magistrados y Escuela 
Judicial, en la oportunidad y de acuerdo al pro-
cedimiento aprobado por dicha Comisión.

Las listas de conjueces para subrogar en tri-
bunales con competencia electoral se confor-
marán con las nóminas remitidas por la Cámara 
Nacional Electoral.

Las listas podrán ser ampliadas, de conformi-
dad con lo previsto en este artículo, en el caso 
que se hubieran agotado los conjueces y no 
existiera ninguno en condiciones de subrogar.

A los efectos de seleccionar a los subrogan-
tes, la Comisión de Selección de Magistrados y 
Escuela Judicial del Consejo de la Magistratura, 
emitirá un dictamen que será puesto a conside-
ración del Plenario del nombrado Consejo.

Se deberán tener en cuenta los antecedentes 
profesionales y disciplinarios de los candidatos 
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ARTÍCULO 3° — Sustitúyese el artículo 73 
del Código Penal, por el siguiente texto:

Artículo 73: Son acciones privadas las que 
nacen de los siguientes delitos:

1) Calumnias e injurias;

2) Violación de secretos, salvo en los casos 
de los artículos 154 y 157;

3) Concurrencia desleal, prevista en el artícu-
lo 159;

4) Incumplimiento de los deberes de asisten-
cia familiar, cuando la víctima fuere el cónyuge.

Asimismo, son acciones privadas las que 
de conformidad con lo dispuesto por las leyes 
procesales correspondientes, surgen de la con-
versión de la acción pública en privada o de la 
prosecución de la acción penal por parte de la 
víctima.

La acción por calumnia e injuria, podrá ser 
ejercitada sólo por el ofendido y después de su 
muerte por el cónyuge, hijos, nietos o padres 
sobrevivientes.

En los demás casos, se procederá únicamen-
te por querella del agraviado o de sus guarda-
dores o representantes legales.

ARTÍCULO 4° — Sustitúyese el artículo 76 
del Código Penal, por el siguiente texto, que se 
insertará en dicho Código integrando el Título 
XII de su Libro Primero, ‘De la Suspensión del 
Juicio a Prueba’:

Artículo 76: La suspensión del juicio a prueba 
se regirá de conformidad con lo previsto en las 
leyes procesales correspondientes. Ante la fal-
ta de regulación total o parcial, se aplicarán las 
disposiciones de este Título.

ARTÍCULO 5° — Derógase el artículo 75 del 
Código Penal.

ARTÍCULO 6° — Comuníquese al Poder Eje-
cutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CON-
GRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A 
LOS DIEZ DÍAS DEL MES DE JUNIO DEL AÑO 
DOS MIL QUINCE.

— REGISTRADO BAJO EL N° 27147 —

AMADO BOUDOU. — JULIÁN A. DOMÍN-
GUEZ. — Juan H. Estrada. — Lucas Chedrese.

#F4907500F#

#I4907501I#
CÓDIGO PENAL

Decreto 1136/2015

Promúlgase la Ley N° 27.147.

Bs. As., 17/6/2015

POR TANTO:

Téngase por Ley de la Nación N° 27.147 cúm-
plase, comuníquese, publíquese, dése a la Di-
rección Nacional del Registro Oicial y archíve-
se. — FERNÁNDEZ DE KIRCHNER. — Aníbal D. 
Fernández. — Julio C. Alak.

#F4907501F#

c) Diseñar propuestas de readecuación edilicia, de recursos y de personal en razón de los 
requerimientos del proceso de implementación del nuevo Código Procesal Penal de la Nación en 
la Justicia Federal y Nacional Penal, y elevarlas a los órganos competentes;

d) Promover la celebración de convenios de asistencia técnica y cooperación con entidades 
públicas o privadas, nacionales o internacionales;

e) Garantizar el acceso a la información sobre los avances del proceso de implementación;

f) Constituir un consejo asesor integrado por el Poder Ejecutivo nacional, el Consejo de la 
Magistratura, instituciones del Poder Judicial de la Nación, los Ministerios Públicos, asociaciones 
y organizaciones gremiales vinculadas con el Poder Judicial de la Nación;

g) Establecer el criterio de asignación y distribución de los juzgados de garantías respecto a 
las oicinas judiciales en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

ARTÍCULO 4° — Secretaría Técnica. La Comisión Bicameral de Monitoreo e Implementación 
del Nuevo Código Procesal Penal de la Nación contará con una Secretaría Técnica que funcionará 
dentro de su estructura. La Secretaría Técnica estará a cargo de un Director elegido por la Co-
misión, con título de abogado o de especialista en disciplinas inherentes a la implementación de 
políticas públicas, y tendrá equipos de trabajo que se encargarán de los asuntos especíicos que 
se les encomiende.

Título II

Denominación, integración y distribución de órganos

Capítulo 1

Denominación e integración de la Justicia Federal

ARTÍCULO 5° — Cámara Federal de Casación Penal. La Cámara Federal de Casación Penal 
conservará su actual integración y denominación.

ARTÍCULO 6° — Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal de 
la Capital Federal. La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal de la 
Capital Federal conservará su actual integración y se denominará Cámara Federal de Apelaciones 
en lo Penal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

ARTÍCULO 7° — Cámaras Federales de Apelaciones con asiento en el interior del país. Las 
Cámaras Federales de Apelaciones con asiento en el interior del país conservarán su actual inte-
gración y denominación.

ARTÍCULO 8° — Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico. La Cámara Na-
cional de Apelaciones en lo Penal Económico conservará su actual integración y se denominará 
Cámara Federal de Apelaciones en lo Penal Económico.

ARTÍCULO 9° — Tribunales Orales en lo Criminal Federal. Los Tribunales Orales en lo Cri-
minal y Correccional Federal con asiento en el interior del país y la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, conservarán su actual integración, su numeración y se denominarán Tribunales Federales 
de Juicio.

ARTÍCULO 10. — Tribunales Orales en lo Penal Económico. Los Tribunales Orales en lo Penal 
Económico conservarán su actual integración, su numeración y se denominarán Tribunales Fede-
rales de Juicio en lo Penal Económico.

ARTÍCULO 11. — Juzgados en lo Criminal y Correccional Federal de la Capital Federal. Los 
Juzgados en lo Criminal y Correccional Federal de la Capital Federal conservarán su actual inte-
gración, su numeración y se denominarán Juzgados Federales de Garantías de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires.

En ningún caso se afectará la competencia electoral.

ARTÍCULO 12. — Juzgados Federales con asiento en el interior del país. Los Juzgados Fede-
rales con asiento en el interior del país con competencias múltiples conservarán su actual deno-
minación e integración.

Los Juzgados Federales con competencia penal exclusiva, conservarán su actual integración 
y se denominarán Juzgados Federales de Garantías.

La Cámara Federal de Apelaciones de cada Distrito resolverá, si fuera necesario, la numera-
ción deinitiva que identiicará a los juzgados federales comprendidos en este artículo.

En ningún caso se afectará la competencia electoral.

ARTÍCULO 13. — Juzgados Nacionales en lo Penal Económico. Los Juzgados Nacionales en 
lo Penal Económico conservarán su actual integración, numeración y se denominarán Juzgados 
Federales de Garantías en lo Penal Económico.

Capítulo 2

Denominación e integración de la Justicia Nacional

ARTÍCULO 14. — Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional de la Capital 
Federal. La Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional conservará su actual inte-
gración y se denominará Cámara Nacional de Casación Penal.

ARTÍCULO 15. — Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Capital 
Federal. La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal 
conservará su actual integración y se denominará Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

ARTÍCULO 16. — Tribunales Orales en lo Criminal. Los Tribunales Orales en lo Criminal con-
servarán su actual integración, numeración y se denominarán Tribunales Nacionales de Juicio.

ARTÍCULO 17. — Tribunales Orales de Menores. Los Tribunales Orales de Menores conser-
varán su actual integración, numeración y se denominarán Tribunales Nacionales de Juicio de 
Adolescentes.

ARTÍCULO 18. — Juzgados Nacionales en lo Criminal de Instrucción y Juzgados Nacionales 
en lo Correccional. Los Juzgados Nacionales en lo Criminal de Instrucción y los Juzgados Nacio-
nales en lo Correccional conservarán su actual integración y se denominarán Juzgados Nacionales 
de Garantías.

#I4907504I#

CÓDIGO PROCESAL PENAL DE LA NACIÓN

Ley 27150

Implementación.

Sancionada: Junio 10 de 2015
Promulgada: Junio 17 de 2015

El Senado y Cámara de Diputados
de la Nación Argentina

reunidos en Congreso, etc.
sancionan con fuerza de

Ley:

LEY DE IMPLEMENTACIÓN DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL DE LA NACIÓN

Título I

Normas de Implementación

Capítulo 1

Reglas Generales

ARTÍCULO 1° — Implementación progresiva. El Código Procesal Penal de la Nación aproba-
do por la ley 27.063 se implementará en forma progresiva, de acuerdo a las disposiciones de la 
presente ley.

ARTÍCULO 2° — Entrada en vigencia. El Código Procesal Penal de la Nación aprobado por la 
ley 27.063 entrará en vigencia:

a) En el ámbito de la Justicia Nacional, a partir del 1° de marzo de 2016;

b) En el ámbito de la Justicia Federal, de conformidad con el cronograma de implementación 
progresiva que establezca la Comisión Bicameral de Monitoreo e Implementación del Nuevo Có-
digo Procesal Penal de la Nación que funciona en el ámbito del Honorable Congreso de la Nación.

Capítulo 2

Comisión Bicameral de Monitoreo e Implementación

ARTÍCULO 3° — Funciones. Además de las previstas en el artículo 7° de la ley 27.063, la Co-
misión Bicameral de Monitoreo e Implementación del nuevo Código Procesal Penal de la Nación 
tendrá las siguientes funciones:

a) Establecer un cronograma para la implementación progresiva del nuevo Código Procesal 
Penal de la Nación en los Distritos de la Justicia Federal;

b) Coordinar las actividades interinstitucionales necesarias para la puesta en marcha de las 
nuevas estructuras organizacionales;

cquirco.dip
Rectángulo
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Los Juzgados Nacionales en lo Criminal de Instrucción mantendrán como Juzgados Naciona-
les de Garantías su numeración actual.

Los Juzgados Nacionales en lo Correccional N° 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13 y 14 ade-
cuarán su numeración actual y se denominarán como Juzgados Nacionales de Garantías N° 50, 
51, 52, 53, 54, 55, 56, 57, 58, 59, 60, 61, 62 y 63, respectivamente.

ARTÍCULO 19. — Juzgados de Menores. Los Juzgados de Menores conservarán su actual 
integración, numeración y se denominarán Juzgados Nacionales de Garantías de Adolescentes.

ARTÍCULO 20. — Juzgados Nacionales de Ejecución Penal. Los Juzgados Nacionales de 
Ejecución Penal conservarán su actual integración, numeración y denominación.

ARTÍCULO 21. — Juzgado Nacional en lo Criminal de Rogatorias. El Juzgado Nacional en 
lo Criminal de Rogatorias pasará a denominarse Juzgado Nacional en lo Penal de Rogatorias y 
conservará su actual integración.

Capítulo 3

Distribución de órganos en la Justicia Nacional

ARTÍCULO 22. — Distribución de Juzgados Nacionales de Garantías. El órgano que ejerza 
facultades de superintendencia establecerá por vía reglamentaria la distribución de los Juzgados 
Nacionales de Garantías en las distintas circunscripciones y los criterios de rotación periódica en 
relación con las oicinas judiciales.

Título III

Trámite de causas

ARTÍCULO 23. — Causas en trámite. Las causas que se encuentran en trámite ante los órga-
nos de la Justicia Federal y Nacional Penal, o que se correspondan a hechos cometidos con ante-
rioridad a la entrada en vigencia del Código Procesal Penal de la Nación aprobado por la ley 27.063 
en cada distrito, se sustanciarán y terminarán ante dichos órganos, sin perjuicio de los cambios 
de denominación previstos en esta ley. La Corte Suprema de Justicia de la Nación asegurará una 
dotación de personal adecuada a tales ines.

ARTÍCULO 24. — Intervención simultánea. A partir de la entrada en vigencia de la ley 27.063 
en cada distrito de la Justicia Federal o Nacional, los jueces intervendrán de forma simultánea 
en las causas referidas en el artículo anterior y en los casos que se rijan por las reglas del nuevo 
Código Procesal Penal de la Nación.

Título IV

Oicinas de Gestión

Capítulo 1

Oficinas Judiciales

ARTÍCULO 25. — Creación de Oficinas Judiciales en el Distrito Federal de la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires. Créanse siete (7) Oicinas Judiciales en el Distrito Federal de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, las que se establecerán de la siguiente manera:

a) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Federal de Casación Penal;

b) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Federal de Apelaciones en lo Penal de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires;

c) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Federal de Apelaciones en lo Penal Económico;

d) Una (1) Oicina Judicial ante los Tribunales Federales de Juicio de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires;

e) Una (1) Oicina Judicial ante los Tribunales Federales de Juicio en lo Penal Económico;

f) Una (1) Oicina Judicial ante los Juzgados Federales de Garantías de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires;

g) Una (1) Oicina Judicial ante los Juzgados Federales de Garantías en lo Penal Económico.

Las oicinas judiciales de la Cámara Federal de Casación Penal, de la Cámara Federal de 
Apelaciones en lo Penal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y de la Cámara Federal de Ape-
laciones en lo Penal Económico dependerán del pleno de cada tribunal. En los restantes casos, la 
Cámara Federal de Casación Penal establecerá el funcionamiento y dependencia de las oicinas 
judiciales.

ARTÍCULO 26. — Creación de Oficinas Judiciales en los Distritos Federales con asiento en 
las provincias. Créanse quince (15) Oicinas Judiciales para los Distritos Federales con asiento en 
las provincias, las que se establecerán de la siguiente manera:

a) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Federal de Apelaciones, el Tribunal Federal de Juicio 
y el Juzgado Federal de Garantías de la ciudad de Paraná;

b) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Federal de Apelaciones, los Tribunales Federales de 
Juicio y los Juzgados Federales de Garantías de la ciudad de Rosario;

c) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Federal de Apelaciones, el Tribunal Federal de Juicio 
y el Juzgado Federal de Garantías de la ciudad de Posadas;

d) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Federal de Apelaciones, el Tribunal Federal de Juicio 
y el Juzgado Federal de Garantías de la ciudad de Resistencia;

e) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Federal de Apelaciones, el Tribunal Federal de Juicio 
y los Juzgados Federales de Garantías de la ciudad de Tucumán;

f) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Federal de Apelaciones, los Tribunales Federales de 
Juicio y los Juzgados Federales de Garantías de la ciudad de Córdoba;

g) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Federal de Apelaciones, los Tribunales Federales de 
Juicio y los Juzgados Federales de Garantías de la ciudad de Mendoza;

h) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Federal de Apelaciones, el Tribunal Federal de Juicio 
y el Juzgado Federal de Garantías de la ciudad de General Roca;

i) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Federal de Apelaciones, el Tribunal Federal de Juicio 
y el Juzgado Federal de Garantías de la ciudad de Comodoro Rivadavia;

j) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Federal de Apelaciones, el Tribunal Federal de Juicio 
y los Juzgados Federales de Garantías de la ciudad de Bahía Blanca;

k) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Federal de Apelaciones, los Tribunales Federales de 
Juicio y los Juzgados Federales de Garantías de la ciudad de San Martín;

l) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Federal de Apelaciones, los Tribunales Federales de 
Juicio y los Juzgados Federales de Garantías de la ciudad de La Plata;

m) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Federal de Apelaciones, el Tribunal Federal de Juicio 
y los Juzgados Federales de Garantías de la ciudad de Mar del Plata;

n) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Federal de Apelaciones, el Tribunal Federal de Juicio 
y los Juzgados Federales de Garantías de la ciudad de Corrientes;

o) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Federal de Apelaciones, el Tribunal Federal de Juicio 
y los Juzgados Federales de Garantías de la ciudad de Salta.

Las Oicinas Judiciales con asiento en las provincias dependerán del pleno de las Cámaras 
Federales de cada distrito. En su reglamentación se establecerán las subsedes necesarias para 
asegurar el cumplimiento de las funciones de la Oicina Judicial ante todos los órganos judiciales 
del distrito.

ARTÍCULO 27. — Creación de Oficinas Judiciales en la Justicia Nacional. Créanse diez (10) 
Oicinas Judiciales en el Distrito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de la Justicia Nacional, 
las que se dispondrán de la siguiente manera:

a) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Nacional de Casación Penal;

b) Una (1) Oicina Judicial ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal;

c) Una (1) Oicina Judicial ante los Tribunales Nacionales de Juicio;

d) Una (1) Oicina Judicial ante los Tribunales Nacionales de Juicio de Adolescentes;

e) Cuatro (4) Oicinas Judiciales ante los Juzgados Nacionales de Garantías de la Ciudad Au-
tónoma de Buenos Aires;

f) Una (1) Oicina Judicial ante los Juzgados Nacionales de Garantías de Adolescentes;

g) Una (1) Oicina Judicial ante los Juzgados Nacionales de Ejecución.

Las Oicinas Judiciales ante la Cámara Nacional de Casación Penal y de la Cámara Nacional 
de Apelaciones en lo Penal dependerán del pleno de cada tribunal.

Las Oicinas Judiciales ante los Juzgados Nacionales de Garantías dependerán del pleno de 
la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal.

En los restantes casos, el órgano que ejerza las funciones de superintendencia establecerá el 
funcionamiento y dependencia de las oicinas judiciales.

ARTÍCULO 28. — Puesta en funcionamiento. Las Oicinas Judiciales ante los órganos de la 
Justicia Nacional deberán estar en funciones antes del 1° de junio de 2016.

Capítulo 2

Oficinas de Medidas Alternativas y Sustitutivas

ARTÍCULO 29. — Oficinas de Medidas Alternativas y Sustitutivas. La Comisión prevista en el 
artículo 1° de la ley 27.080 creará por vía reglamentaria, bajo la órbita de la Dirección de Control y 
Asistencia de Ejecución Penal, las Oicinas de Medidas Alternativas y Sustitutivas que resulten ne-
cesarias para cumplir las funciones indicadas en el artículo 190 del nuevo Código Procesal Penal 
de la Nación y supervisar las medidas establecidas en el artículo 177, incisos a), b), c), d), e), f), g), 
h), i) y j) de dicho código.

ARTÍCULO 30. — Puesta en funcionamiento. Hasta tanto se conformen las Oicinas de Me-
didas Alternativas y Sustitutivas y se reglamente su funcionamiento, la supervisión de dichas me-
didas seguirá a cargo de los órganos competentes con la asistencia de las Oicinas Judiciales.

Título V

Funcionarios, empleados y magistrados

ARTÍCULO 31. — Derechos adquiridos. La implementación del nuevo Código Procesal Penal 
de la Nación no afectará los derechos adquiridos por los funcionarios y empleados del Poder Judi-
cial de la Nación, el Ministerio Público Fiscal de la Nación y el Ministerio Público de la Defensa de 
la Nación, sean efectivos, interinos o contratados.

ARTÍCULO 32. — Adecuación de funciones. La Corte Suprema de Justicia de la Nación y el 
Consejo de la Magistratura deberán instrumentar mecanismos para la readecuación de las fun-
ciones de los funcionarios y empleados de los juzgados y tribunales involucrados en la implemen-
tación del nuevo Código Procesal Penal de la Nación. Estos funcionarios y empleados podrán 
integrar los equipos de asistentes de los jueces o las oicinas de gestión previstas en esta ley. En 
todos los casos se tendrán en cuenta sus antecedentes profesionales y especialización.

ARTÍCULO 33. — Traspaso a otros organismos. Los funcionarios y empleados de los juz-
gados y tribunales involucrados en la implementación del nuevo Código Procesal Penal de la 
Nación también podrán solicitar su traspaso al Ministerio Público Fiscal o al Ministerio Público de 
la Defensa, de conformidad con las reglamentaciones que estos organismos dicten a tal efecto. 
La Corte Suprema de Justicia de la Nación y el Consejo de la Magistratura deberán garantizar 
que los traspasos se realicen junto a la transferencia de los cargos y previsiones presupuestarias 
correspondientes.

Los funcionarios y empleados del Poder Judicial de la Nación estarán en igualdad de condi-
ciones que los funcionarios y empleados del Ministerio Público Fiscal y el Ministerio Público de la 
Defensa a los efectos del acceso a los nuevos cargos que se creen, el ascenso y la asignación de 
funciones. En todos los casos se respetarán sus jerarquías, antecedentes profesionales y espe-
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cialidad técnica. Respecto del personal contratado e interino, a los ines de considerar su efectivi-
zación, en el traspaso al Ministerio Público Fiscal y Ministerio Público de la Defensa, se computará 
el tiempo de las prestaciones cumplidas en el Poder Judicial de la Nación.

ARTÍCULO 34. — Integración de órganos. Los equipos de trabajo de los juzgados, tribunales 
y cámaras de apelación serán conformados por al menos un Secretario Judicial y personal téc-
nico, administrativo, de servicio y de maestranza, y se integrarán con personal de las Secretarías 
y Vocalías de los órganos judiciales. Los órganos que ejerzan funciones de superintendencia ele-
varán a la Corte Suprema de Justicia de la Nación y al Consejo de la Magistratura una propuesta 
para la conformación de la dotación necesaria para cada jurisdicción. En ningún caso se afectarán 
las estructuras técnicas o administrativas de los juzgados federales con competencia múltiple.

Las Oicinas Judiciales y las Oicinas de Medidas Alternativas y Sustitutivas se integrarán, en 
forma prioritaria, con el traspaso voluntario de funcionarios y empleados de los juzgados y tribuna-
les involucrados en la implementación del nuevo Código Procesal Penal de la Nación.

ARTÍCULO 35. — Carrera judicial y administrativa. La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
reglamentará la carrera judicial en los equipos de asistentes de los jueces y la carrera adminis-
trativa en las oicinas de gestión de conformidad con los principios y reglas básicas que rigen el 
servicio público. Se deberá basar en la evaluación objetiva de los méritos laborales y la formación 
continua, como manera de contribuir a un mejor sistema de justicia penal.

ARTÍCULO 36. — Creación de cargos para las Oficinas Judiciales. Créanse treinta y dos 
(32) cargos de Director de Oicina Judicial, con rango equivalente a Secretario Letrado o Director 
General de la Corte Suprema, y los cargos de personal técnico-administrativo, de servicio y de 
maestranza que se detallan en el Anexo I.

Los órganos que ejerzan superintendencia sobre las Oicinas Judiciales nombrarán al perso-
nal en los cargos creados en el párrafo anterior, de acuerdo con los procedimientos establecidos 
en las leyes y los reglamentos vigentes.

ARTÍCULO 37. — Creación de cargos para la Cámara Nacional de Casación Penal. Créanse 
los cargos del personal técnico, administrativo, de servicio y de maestranza que se detallan en el 
Anexo II, dentro de la planta de la Cámara Nacional de Casación Penal, con el objeto de poder dar 
cumplimiento a las previsiones de la presente ley.

Título VI

Disposiciones transitorias

ARTÍCULO 38. — Programas de capacitación. El Consejo de la Magistratura, el Ministerio 
Público Fiscal y el Ministerio Público de la Defensa elaborarán programas de capacitación para 
jueces, iscales, defensores, funcionarios y empleados, para el adecuado funcionamiento del nue-
vo Código Procesal Penal de la Nación.

ARTÍCULO 39. — Compensación funcional. Los cargos de los jueces federales y nacionales 
de primera instancia que, de acuerdo al régimen progresivo previsto en esta ley, pasen a intervenir 
en casos regidos por el Código Procesal Penal de la Nación aprobado por la ley 27.063, serán 
equiparados salarialmente al rango de Jueces de Cámara.

ARTÍCULO 40. — Distribución de casos en la Justicia Nacional en lo Penal. Hasta la efectiva 
puesta en funcionamiento de las oicinas judiciales, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal 
establecerá por vía reglamentaria un mecanismo para la distribución equitativa de los casos que 
formalice el Ministerio Público Fiscal de la Nación, o en los que se solicite la intervención de un 
juez. Las estructuras administrativas de los tribunales cumplirán provisoriamente con las tareas 
asignadas a dichas oicinas.

ARTÍCULO 41. — Financiamiento. Los gastos que demande el cumplimiento de la presente 
ley en lo que hace a la implementación y funcionamiento del Código Procesal Penal de la Nación 
aprobado por la ley 27.063, serán incluidos en el Presupuesto de Gastos y Recursos del Poder 
Judicial de la Nación de conformidad a lo dispuesto en la ley 23.853 y en las partidas correspon-
dientes a la Procuración General de la Nación y la Defensoría General de la Nación.

ARTÍCULO 42. — Adecuación normativa. A partir de la entrada en vigencia progresiva del 
nuevo Código Procesal Penal de la Nación, quedarán sin efecto todas las disposiciones legales 
y reglamentarias que se opusieren en forma total o parcial a las previsiones de la presente ley u 
obstaculizaren su cumplimiento.

Los órganos jurisdiccionales deberán adecuar las disposiciones y reglamentos que regulen u 
organicen su funcionamiento, sin afectar las atribuciones de la Oicina Judicial.

ARTÍCULO 43. — Sustituciones. Sustitúyese el artículo 2° del Anexo II de la ley 27.063 por el 
siguiente:

Artículo 2°: Creánse dos (2) cargos de Secretario, dos (2) cargos de Prosecretario Adminis-
trativo, dos (2) cargos de Escribiente y un (1) cargo de Jefe de Despacho Relator con funciones 
de Secretario Privado, para todas las Fiscalías Nacionales y Federales de Primera Instancia con 
competencia penal de todo el país, conforme al Anexo II.I que forma parte de esta ley. Sustitúyese 
el Anexo II.I de la ley 27.063 por el texto anexo al presente párrafo de este artículo.

ANEXO II.I

MINISTERIO PÚBLICO FISCAL DE LA NACIÓN

Cargos que se crean de Magistrados, Funcionarios y Empleados del Ministerio Público Fiscal:

ARTÍCULO 44. — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS 
DIEZ DÍAS DEL MES DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL QUINCE.

— REGISTRADO BAJO EL N° 27150 —

AMADO BOUDOU. — JULIÁN A. DOMÍNGUEZ. — Juan H. Estrada. — Lucas Chedrese.
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CÓDIGO PROCESAL PENAL DE LA NACIÓN

Decreto 1139/2015

Promúlgase la Ley N° 27.150.

Bs. As., 17/6/2015

POR TANTO:

Téngase por Ley de la Nación N° 27.150 cúmplase, comuníquese, publíquese, dése a la Di-
rección Nacional del Registro Oicial y archívese. — FERNÁNDEZ DE KIRCHNER. — Aníbal D. 
Fernández. — Julio C. Alak.

#F4907505F#

#I4907507I#
MINISTERIO PÚBLICO DE LA DEFENSA DE LA NACIÓN

Ley 27149

Ley Orgánica del Ministerio Público de la Defensa de la Nación. Funciones. Organiza-
ción. Estructura.

Sancionada: Junio 10 de 2015
Promulgada: Junio 17 de 2015

El Senado y Cámara de Diputados
de la Nación Argentina

reunidos en Congreso, etc.
sancionan con fuerza de

Ley:

LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO PÚBLICO DE LA DEFENSA DE LA NACIÓN

Título I

Principios generales y resguardos institucionales

ARTÍCULO 1º — Función principal. El Ministerio Público de la Defensa es una institución de 
defensa y protección de derechos humanos que garantiza el acceso a la justicia y la asistencia 
jurídica integral, en casos individuales y colectivos, de acuerdo a los principios, funciones y previ-
siones establecidas en la presente ley. Promueve toda medida tendiente a la protección y defensa 
de los derechos fundamentales de las personas, en especial de quienes se encuentren en situa-
ción de vulnerabilidad.

ARTÍCULO 2° — Independencia y autonomía funcional. El Ministerio Público de la Defensa 
goza de independencia y autonomía funcional, sin sujeción a instrucciones o directivas emanadas 
de órganos ajenos a su estructura.

ARTÍCULO 3° — Autarquía financiera. El Ministerio Público de la Defensa cuenta con autar-
quía inanciera de conformidad con lo dispuesto en el artículo 120 de la Constitución Nacional. 
En orden a ello, tendrá crédito presupuestario propio, el que será atendido con cargo al Tesoro 
nacional y con recursos propios.

ARTÍCULO 4° — Organización funcional. El Ministerio Público de la Defensa se estructura 
jerárquicamente a in de cumplimentar sus funciones especíicas y para el diseño y ejecución de 
políticas sobre Defensa Pública y acceso a la justicia. La unidad de actuación no afecta la auto-
nomía y especiicidad propia del desempeño de los defensores públicos ni puede perjudicar a los 
asistidos o defendidos. Las recomendaciones generales e indicaciones particulares que se dicten 
en el ámbito del servicio de Defensa Pública tendrán como inalidad asegurar su ejercicio efectivo 
y adecuado.

ARTÍCULO 5° — Principios específicos. Los integrantes del Ministerio Público de la Defensa 
desarrollan su actividad de acuerdo a los siguientes principios:

a) Protección jurídica. En sus diversos ámbitos de desempeño, cumplen e instan a hacer cum-
plir la Constitución Nacional, los instrumentos internacionales de derechos humanos, las leyes, las 
reglamentaciones, los protocolos de actuación y toda disposición para la protección y defensa de 
la persona, en especial, el acceso a la justicia de quienes se encuentren en condición de vulne-
rabilidad o con discriminación estructural, el que estará sujeto a un diligenciamiento preferencial.

b) Interés predominante del asistido o defendido. Actúan, en cumplimiento de diversos objeti-
vos de acuerdo a su competencia funcional, promoviendo la accesibilidad al servicio y procurando 
dar satisfacción prioritaria a las necesidades concretas del asistido o defendido.

c) Intervención supletoria. Cesan su participación cuando la persona asistida ejercite su dere-
cho a designar un abogado particular o asuma su propia defensa, en los casos y en la forma que 
las leyes autorizan, salvo los supuestos de intervención por mandato legal o previsión del servicio 
de Defensa Pública.

d) Reserva. Deben guardar reserva de los asuntos que lleguen a su conocimiento, cuidando 
de no afectar a terceros, y de conformidad con las previsiones especíicas.

e) Transparencia e información pública. Garantizan la transparencia de su actividad, informan 
mediante lenguaje sencillo y práctica desformalizada las disposiciones y criterios que orientan su 
actuación y los resultados de su gestión, preservando los diversos derechos que puedan encon-
trarse en juego. La información que resulte de interés público debe ser accesible a través de la 
página de internet oicial.

f) Gratuidad e intervención. Los servicios que presta el Ministerio Público de la Defensa son 
gratuitos para quienes se encuentren abarcados por las condiciones requeridas en la presente ley 
y su reglamentación.

El Ministerio Público de la Defensa establece los criterios objetivos y subjetivos de limitación 
de recursos económicos o vulnerabilidad que habiliten la provisión del servicio de Defensa Pública 
más allá de los casos en los que correspondiere su intervención obligada.

Los jueces dispondrán la percepción de honorarios por parte del Ministerio Público de la De-
fensa, si correspondiera en virtud de esta ley y demás normativas.

ARTÍCULO 6° — Difusión de derechos y del modo de ejercitarlos. El Ministerio Público de la 
Defensa desarrolla programas y actividades permanentes sobre el acceso al derecho y a la justicia 
y establece mecanismos para su interacción efectiva con distintos sectores sociales, a cuyo efecto 
podrá participar a organismos públicos y privados involucrados con la defensa y protección de 
derechos, mediante la colaboración interinstitucional y el trabajo en red.

ARTÍCULO 7° — Relaciones con el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo. El Ministerio Pú-
blico de la Defensa se relaciona con el Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos de la Nación.

La relación con el Poder Legislativo se efectuará mediante una Comisión Bicameral cuya com-
posición y funciones ijará el Congreso Nacional. En oportunidad de la inauguración del período 
de sesiones ordinarias de dicho cuerpo legislativo, el Defensor General de la Nación remitirá a la 
Comisión Bicameral un informe detallado de lo actuado por los órganos bajo su competencia, 
el cual deberá contener una evaluación del trabajo realizado en el ejercicio, un análisis sobre la 
eiciencia y problemática del servicio, y propuestas concretas sobre las modiicaciones o mejoras 
que éste requiera.

El Ministerio Público de la Defensa debe ser consultado en oportunidad de analizarse y deba-
tirse proyectos de ley o reglamentación de su incumbencia.

Título II

Estructura del Ministerio Público de la Defensa

Capítulo 1

Órganos del Ministerio Público de la Defensa

ARTÍCULO 8° — Integración y funciones. Integran el Ministerio Público de la Defensa:

a) La Defensoría General de la Nación, en su carácter de órgano superior, administra y ges-
tiona la provisión del servicio de Defensa Pública, garantiza su prestación efectiva y adecuada y 
diseña y ejecuta sus políticas públicas. Es la sede de actuación del Defensor General de la Nación.

b) La Defensoría Pública es responsable primaria de la representación y asistencia en casos 
ante diversos fueros e instancias.

c) El Consejo Asesor del Ministerio Público de la Defensa es el órgano consultivo del Defensor 
General de la Nación.

ARTÍCULO 9° — Órgano Nacional de Revisión de Salud Mental. Remisión. Miembros del Mi-
nisterio Público de la Defensa. El Órgano Nacional de Revisión de Salud Mental, creado por la ley 
26.657 y su reglamentación en el ámbito del Ministerio Público de la Defensa, tiene como función 
proteger los derechos humanos de los usuarios de los servicios de salud mental. Los representan-
tes del Ministerio Público de la Defensa que lo integren son designados por el Defensor General de 
la Nación, en virtud de su especialidad.

Capítulo 2

Defensoría General de la Nación

ARTÍCULO 10. — Titularidad. Estructura. La Defensoría General de la Nación es dirigida por el 
Defensor General de la Nación e integrada por magistrados, funcionarios y empleados según sus 
diversos deberes funcionales.

La Defensoría General de la Nación se estructura de la siguiente manera:

a) Una (1) Oicina de Administración General y Financiera.

b) Secretarías Generales de Superintendencia y Recursos Humanos; Capacitación y Jurispru-
dencia; Política Institucional; y Coordinación.

c) Una (1) Asesoría Jurídica.

d) Una (1) Auditoría y Control de Gestión.

e) Unidad de Defensores Públicos Tutores y Defensores Públicos Curadores.

f) Área de Comunicación Institucional.

g) Área de Prensa y Difusión.

h) Área Informática.

i) Áreas de Colaboración:

1. Cuerpo de peritos, consultores técnicos e investigadores.

2. Intérpretes lingüísticos.

3. Laboratorio.

4. Programa de atención de problemáticas sociales y relaciones con la comunidad.

5. Programa para la aplicación de instrumentos de derechos humanos.

6. Otros programas y comisiones relacionados con temáticas vinculadas con sectores vul-
nerables, en especial detenidos; víctimas de violencia institucional; niños, niñas y adolescentes; 
migrantes; refugiados y solicitantes de refugio; género; derechos económicos, sociales y cultura-
les; diversidad cultural; personas con discapacidad; adultos mayores; mecanismos alternativos de 
resolución de conlictos; trata de personas.

7. Grupos de abordaje territorial para sectores sociales desaventajados.

8. Bancos de datos sobre materias de incumbencia. El Defensor General de la Nación puede 
crear todo otro órgano que resulte necesario para el cumplimiento de los ines institucionales.

ARTÍCULO 11. — Asistencia y patrocinio jurídico a víctimas de delitos. La Defensoría Ge-
neral de la Nación establecerá, conforme los requisitos que determine la reglamentación, un 
programa de asistencia técnica y patrocinio jurídico a quien solicite constituirse en el proceso 
penal como querellante particular y, eventualmente, como actor civil, y que por la limitación 
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